Breve informe al “Global Judges Symposium on Sustainable Development and The Role of Law”, Johannesburgo, Sud Africa, 18 al 20 de agosto del 2002.

Johannesburgo: un motivo de introspección y balance.

“Toda meta constituye, también, un punto de  partida”.

                                    Anónimo

                                                         “Antes de soñar es necesario saber”

                                                                                             J. Rostand

Introducción.
No creo que la visión de un juez, por inquisitiva y experimentada que pueda ser -y la mía ciertamente no lo es-, sea la mas indicada para juzgar sobre los desarrollos legislativos alcanzados en materia medio ambiental, más allá de lo que pueda corresponder al conocimiento y solución de los llamados conflictos ambientales.

Con esa obligada reserva, siguen algunas notas que escasamente tienen por objetivo brindar una idea, no tanto de los logros y realizaciones que en un marco de severas restricciones económicas ( 1 ) hemos alcanzado y podemos exhibir, como de advertir los aspectos que distan aún de ser satisfactorios y pueden limitar, en un sentido u otro, el acceso a la justicia ambiental.

                                                   I

Como es conocido, la Constitución de la República de Cuba se adelantó en nuestra región a fijar el deber del Estado y de toda la sociedad de proteger el medio ambiente (Art. 27); a lo que correlativamente corresponde el derecho de todas las personas a gozar de ese ambiente sano y al que viene obligado a prestar especial tutela nuestro sistema judicial, aún cuando no conste este expresamente de nuestro texto constitucional.

Y nuestra vigente Ley Nro. 81 “Del Medio Ambiente”, de 1997, que tuvo su antecedente legislativo en la Ley Nro. 33 “De Protección del Medio Ambiente y del Uso Racional de los Recursos Naturales”, de 1981, es una de las primeras leyes marcos de la región, preocupada no solo de fijar la política nacional ambiental, sino de dotar a nuestra sociedad de un marco regulatorio adecuado para hacer efectivo su cumplimiento.

En el caso de la República de Cuba, son dos las direcciones en que parece moverse el ordenamiento legal de medio ambiente: en primer término en dirección a su evidente completamiento, llenando los espacios vacíos o nuevos que permanentemente surgen con los propios desarrollos científicos y tecnológicos en nuestra sociedad; y, en segundo lugar, en la complementación, más bien de carácter reglamentario, de las regulaciones mas generales existentes con vistas a asegurar un cumplimiento mas efectivo de las mismas.

En ambos casos se trata, fundamentalmente, de normas legales de carácter sectorial para la protección de ciertos elementos ambientales tales como han sido objeto de regulación, en nuestro caso, las aguas, los bosques, determinados ecosistemas costeros, la flora y la fauna, los suelos, las fuentes de energía, y la creación de reservas o parques nacionales; o, por otra parte, orientadas a prevenir los efectos nocivos de algunas actividades con incidencia en éstos, como ha sido el caso del empleo de la energía nuclear, objeto de una meticulosa regulación.

                                                  II

A este empeño normativo se une, muy especialmente, la proyección y puesta en vigor de un grupo importante de disposiciones derivadas de convenciones y acuerdos internacionales, fundamentalmente de los llamados Acuerdos Multilaterales del Medio Ambiente (AMUMAs), de los cuales Cuba es parte signataria ( 2 ).
No hay que olvidar que en buena medida es en este “espacio interior” que están llamados a cobrar expresión los principios y contenidos de las principales convenciones internacionales adoptadas en materia de medio ambiente y desarrollo sostenible.

Una normativa que merece especial mención, lo es la regulación del proceso inversionista, que ha alcanzado a fijar importantes pautas que enfrentan e impiden esa “permisividad” tan laxa como perniciosa, asociada a la presencia de la inversión extranjera directa (IED), resultado de la creciente liberalización del movimiento de capitales que viene teniendo lugar en nuestra región. Sin dejar de cumplir estrictamente con los Acuerdos Bilaterales de Promoción y Protección Recíproca de Inversiones Extranjeras (APRIs), nuestro país ha logrado fijar y  hacer cumplir las exigencias medio ambientales mediante un efectivo mecanismo de evaluación y control del impacto ambiental, claramente sustentado en el principio precautorio.

Junto a ello se aprecia igualmente un creciente esfuerzo por reforzar la institucionalidad relacionada con el medio ambiente, gestando nuevas figuras y dotando a las existentes de las facultades necesarias para el logro de sus objetivos ( 3 ).
                                                      III

En nuestro caso la gradual implementación de este marco regulatorio se ha visto favorecida por una mayor comprensión de la importancia de orientar toda acción reguladora hacia un desarrollo verdaderamente sostenible, con especial consideración de su incidencia en el plano social.  Ello, sin pensar idealmente, ha contribuido a una mayor eficiencia normativa de nuestro incipiente ordenamiento ambiental.

La preeminencia del “dato social”, por otra parte, no ha dejado de determinar ciertas asimetrías a favor de determinados espacios como lo ha sido y es el caso de la salud humana.

                                                     IV

Esta puede no ser, aún, la situación que nos presenta el acceso a la justicia ambiental. Realmente no constituyen hoy los conflictos ambientales una presencia que se haga sentir en la esfera judicial.  Ello, si bien pudiéramos pensar en atribuirlo a una correcta priorización del principio precautorio o al natural énfasis puesto en los mecanismos preventivos, y a la eficacia de éstos, como fuera deseable y acertado hacer; puede obedecer, sin embargo, a  razones bien diferentes.

Es el caso que si bien nuestro ordenamiento consagra con toda claridad la posibilidad de obtener la solución expedita de un conflicto ambiental, y la complejidad de los casos, los costos y el tiempo asociados a ello, en nuestro caso no parecen constituir, por diferentes razones, un obstáculo real a la justicia ambiental; si parece,  en cambio, que tanto la falta de capacidad organizativa como el desconocimiento de los propios sujetos se erigen aún hoy en verdaderas limitantes al acceso a la justicia. Y ésta puede ser una primera razón a considerar.

Otra limitante, de diferente complejidad y naturaleza, pudiera serlo el carácter difuso de los intereses que comúnmente se encuentran involucrados en todo conflicto ambiental, y la falta de previsiones necesarias que tomen en cuenta las características de los mismos.  

En ello, si bien no hemos adelantado como es deseable y necesario, tenemos actualmente abierta la vía para corregir esta situación con el nuevo ordenamiento procesal de las salas de lo económico de los tribunales populares ( 4 ), a las que ha quedado atribuido, en lo fundamental, el conocimiento y solución de los conflictos ambientales.

Y otra razón, sin ser la última, pudiera estar dada por los problemas de legitimación. Es así que en este campo no parecen estar adoptadas todas la previsiones necesarias. Tampoco parece ser este un problema que pueda resolverse solo desde la normativa procesal. Y ciertamente constituye una circunstancia que, por su lugar en el proceso, se erige en verdadero obstáculo de la justicia ambiental y en causa determinante de la ineficacia de su ordenamiento regulador. 

Aún cuando la acción no ha quedado en modo alguno limitada al afectado, haciéndose extensiva ésta tanto a la institución rectora como al propio ministerio público ( 5 ), es lo cierto que quedan espacios que requieren ser delimitados concordantemente con nuestra realidad y con las transformaciones que se vienen operando en nuestro país y el mayor protagonismo asumido por algunos elementos  integrantes de la denominada “sociedad civil”, como lo son las organizaciones sociales y las asociaciones que tienen por objeto justamente la protección del medio natural.

                                                      V

Por otra parte el proceso mismo resulta hoy en extremo demorado, y los conflictos ambientales están requeridos de inmediatez y celeridad; por lo que se debate la necesidad de acentuar el principio inquisitivo en el mismo, especialmente en lo que se refiere a las acciones de protección al ambiente, sin perjuicio de su aplicación a las acciones de resarcimiento de contenido eminentemente patrimonial.

En esa propia dirección se evalúa hoy la necesidad de reforzar la “función cautelar”, facultando a las salas de justicia para adoptar las medidas que de forma más efectiva aseguren los objetivos de protección al ambiente y los derechos de las partes amenazadas, o eventualmente afectadas, por un daño ambiental. 

La diversidad de acciones ejercitables, las excepciones a su prescriptibilidad, la inversión de la carga de la prueba, el alcance de los efectos de cosa juzgada de la sentencia dictada  en un proceso ambiental, constituyen también aspectos que, por su significación, son actualmente objeto de especial consideración con vistas al proyecto modificativo de la normativa procesal vigente, de manera que ésta de respuesta a los requerimientos de este tipo de proceso (  6 ).
                                                    VI

En otro orden de cosas, en el ámbito al que presta su tutela el derecho penal, no puede decirse que se aprecie una tendencia a la criminalización de conductas, persistiendo vacíos que quizás justifiquen incorporar al Código Penal, en un futuro, un título independiente para las conductas susceptibles de tipificación como “delitos ambientales”; lo cual supondría tanto una revisión del derecho sustantivo, como de las normas de procedimiento.

Es lo cierto, más bien, que se tiende a tipificar y sancionar administrativamente las conductas potencialmente infractoras, sin que en este último campo se aprecien avances significativos en  la aplicación de las penalidades contempladas en el  Decreto Ley Nro. 200, de 1999, relativo a las contravenciones del medio ambiente, lo cual, más que reflejo de lo acertado de la política sancionadora, puede ser evidencia de una acción represiva o correctora insuficiente, por cuyas razones habría que indagar.

                                                             VI

Junto a todo ello subsiste sin embargo, un problema quizás de trascendencia mayor:  el derecho a la información ambiental.  Este precede y condiciona, a juicio nuestro, toda acción.  Qué comprende y cómo se garantiza, con cuanta amplitud y por quién, son interrogantes a despejar. 

Ningún otro derecho, quizás, se vincula tanto al concepto mismo de desarrollo sostenible como el de información. 

Aún cuando con verdadera vocación de eficacia la Ley del Medio Ambiente contempla el sistema nacional de información ambiental con el objetivo de “garantizar al Estado, al Gobierno y a la sociedad en general la información requerida para el conocimiento, la evaluación y la toma de decisiones relativas al medio ambiente”, en este no se agota, en rigor, la riqueza de lo que está llamado a configurar el derecho a la información ambiental, y su implementación parece distar aún de satisfacer los principios y objetivos que lo informan. 

Mayores avances se han alcanzado en materia de “educación ambiental”, que cuenta con su propia estrategia y reglamentación. Esta, sin embargo, no obstante contar con su propia fisonomía, pudiera ser tenida  solo por una parte de aquél, a la vez que este resulta su principal factor de conversión.

De su capacidad de interactuar y de alcanzar una verdadera sinergia en el ámbito del conocimiento del marco regulatorio del medio ambiente y de los derechos en que se hace soportar, dependerá quizás, en buena medida, el acceso y las garantías de la justicia ambiental.

Son éstas solo algunas consideraciones de lo que concita hoy la atención de nuestros jueces en materia de valores tan elevados como la justicia, el bienestar del hombre y la vida en nuestro planeta.

Narciso A. Cobo Roura

República de Cuba


8 de agosto del 2002

NOTAS

( 1 )  Iniciado a principios mismos de los años sesenta con la adopción de un conjunto de medidas por el gobierno norteamericano al amparo del Título 22 –Relaciones Exteriores y Comerciales – del Código de los Estados Unidos, Sección 2370, y del Acta de Comercio con el Enemigo, el llamado “embargo comercial a Cuba”, o “Bloqueo”, como es internacionalmente conocido, fue generalizado mediante Decreto Nro. 3447 de febrero 6 de 1962, Resolución Federal Nro. 1085, Sobre el comercio con Cuba, y reforzado por las leyes Torricelli, de octubre de 1992 (Secc. 1704 y 1706) y Helms Burton, de marzo de 1996 (Secc. 102,103 y 108), y aún subsiste a pesar de ser sucesivamente condenado por la Asamblea General de NN.UU. en todos sus últimos períodos de actividad. 

( 2 )  Solo refiriéndonos a los más significativos de los últimos veinte años, desde la “Carta Mundial de Suelos”, la República de Cuba ha firmado convenios para la protección del patrimonio mundial cultural y natural, el derecho del mar, la protección y el desarrollo marino del Gran Caribe, las zonas y la flora silvestre especialmente protegidas en esta ultima región, las especies amenazadas de Fauna y Flora Silvestre (CITES), la diversidad biológica, los cambios climáticos, la protección de la capa de ozono, la ordenación, conservación y desarrollo sostenible de los bosques, el Cambio Global, la contaminación de aguas por hidrocarburos, la desertificación de los suelos y la protección de los humedales.

( 3 ) Si bien los dos hitos más importantes en el proceso de institucionalización parecen haberlo sido la creación de la Comisión Nacional para la Protección del Medio ambiente y Conservación de los Recursos Naturales (COMARNA), en 1976, y del Ministerio de Ciencia, Tecnología y Medioambiente (CITMA), en 1994, en los últimos años se han venido creando figuras como el Fondo Nacional del Medio Ambiente, instituido por la propia Ley, la Oficina Nacional de Recursos Minerales,  el Consejo Nacional de Cuencas Hidrográficas, el Grupo Nacional para la implementación del Convenio de Viena para la protección de la capa de ozono, el Grupo Nacional sobre el Clima, los órganos de atención al desarrollo integral de las montañas, la Comisión Consultiva de Pesca, o la unidad de Servicios Ambientales “Alejandro de Humboldt”, que han contribuido de manera importante a reforzar el marco legal del medio ambiente.  

( 4 ) Instituidas mediante Decreto Ley nro. 129 de 1991, por el cual se extinguiera el sistema de arbitraje estatal, al que estaba atribuido anteriormente el conocimiento y solución de los conflictos ambientales, las “salas de lo económico” de los tribunales provinciales populares, de conformidad con el recién promulgado Decreto Ley nro. 223 del 2001,  son actualmente las competentes para conocer de los litigios que se promuevan con motivo del incumplimiento de las regulaciones sobre la protección del medio ambiente y el uso racional de los recursos naturales.

Por otra parte, la existencia de estas salas especializadas en la esfera de las relaciones económicas ha posibilitado dar los pasos necesarios encaminados a dotar a sus jueces de una preparación especial, lo que debe contribuir a elevar la calidad del proceso y la justicia ambiental.

( 5 ) En la vigente Ley Nro. 81 “Del Medio Ambiente”, de 1997, quedaron facultados para reclamar la reparación del daño o la indemnización de los perjuicios, tanto la Fiscalía General de la República como el propio Ministerio de Ciencia, Tecnología y Medio Ambiente (CITMA) como institución rectora, y “quien haya sufrido personalmente el daño o perjuicio” (Art. 71) , suponiendo ello que todo otro sujeto con capacidad para ejercitar algún tipo de acción, como pudiera ser el caso de la Asociación Pro Naturaleza o la Fundación “Antonio Núñez Jiménez”, con vocación o carisma claramente identificados con la protección del medio ambiente, tendría que discurrir por lo canales expresados, limitando ello, en alguna medida, su papel activo en el control de la eficacia de la normativa medio ambiental.

Por otra parte, el conflicto ambiental en modo alguno se agota en la mera colisión de intereses particulares.  De ahí que los problemas de legitimación no deban entenderse limitados a los sujetos -activos- llamados a ejercitar la acción. Quedaría por precisar igualmente, en nuestro ordenamiento, los supuestos de sujetos frente a los cuales pudiera ser ejercitada la diversidad de acciones posibles.

( 6) Es de significar que, de conformidad con el Artículo 88, inciso e) de la Constitución de la República, la iniciativa de las leyes en materia relativa a la administración de justicia corresponde al Tribunal Supremo Popular, en cuya virtud, sobre la base de la experiencia de la práctica jurisdiccional de estas salas, el máximo órgano de justicia ha elaborado y propuesto el nuevo ordenamiento procesal.

                                              (  (  (
